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SÓLO UNAS PALABRAS PREVIAS…




    En enero de 2021, el contagio y confinamiento por causa del covid-19 obligó al presidente de los Estados Unidos Mexicanos, Andrés Manuel López Obrador, a ausentarse del despacho ordinario de los asuntos públicos durante dos semanas, suspendiendo sus actividades regulares, incluso la acostumbrada conferencia de prensa “mañanera”. El propio titular del poder ejecutivo fue quien formuló el anuncio de su enfermedad en redes sociales y después desapareció por varios días. Esto desató las especulaciones y las bien o mal intencionadas interpretaciones de analistas, comentaristas, politólogos y del público en general, pues las disparatadas versiones que circularon, propiciadas por la ausencia de información oficial veraz y oportuna, llegaron al extremo de imaginar distintas y graves situaciones en las que el presidente se encontraría, desde su intubamiento para recibir oxígeno hasta un supuesto derrame o infarto cerebral; de todo se especuló y de todo se dijo.




    Lo único cierto, antes de que el propio presidente se viera obligado a aparecer —evidentemente en mal estado de salud— en un video para detener el torrente de conjeturas cada vez más desquiciantes, fue que en las mencionadas conferencias matutinas lo suplió la secretaria de Gobernación, Olga Sánchez Cordero, lo cual a su vez también implicó que en las conversaciones públicas y privadas se sugiriera que tal vez esa alta funcionaria ya estaba ejerciendo la responsabilidad que le asigna la Constitución Política del país, de suplir al presidente de la República en sus ausencias temporales hasta por sesenta días, con el carácter de presidenta provisional de la nación, lo cual fue negado categóricamente.




    En esos días, el temor y la confusión se apoderó de los medios de comunicación: ¿qué sucedería si el presidente verdaderamente se hallaba bajo el tratamiento de emergencia que se aplica a los enfermos graves de covid-19, sedado y dependiente de un ventilador pulmonar? ¿Qué pasaría si quedaba de manera permanente impedido física o mentalmente por esa o alguna otra enfermedad, por ejemplo, de índole cardiovascular? Y el escenario más dramático: ¿y si fallecía como ya había sucedido con más de ciento sesenta mil mexicanas y mexicanos víctimas de esta pandemia, sobre todo tomando en cuenta la condición vulnerable del presidente tanto por pertenecer a la tercera edad como por su hipertensión, sobrepeso y un infarto previo sucedido hace algunos años?




    Así, el tema de la suplencia presidencial cobró actualidad y relevancia. Fue patente el sentimiento colectivo respecto de que ahora sí —lo que no había sucedido en México desde hacía casi noventa años—, el presidente de la República podía dejar de serlo, ya fuera porque renunciara, se enfermase o hasta pudiera morir; es decir, tomamos conciencia de la “humanidad presidencial”. ¿Qué hacer en estos casos, cuando faltara el presidente? Teóricamente, la respuesta está en la Constitución; sin embargo, adelantando la conclusión de este ensayo, al estar diseñadas las normas constitucionales que prevén la falta del presidente para funcionar sólo en el ambiente político de un partido mayoritario y oficial, éstas resultan inoperantes. ¿Torpeza o mala fe? La respuesta la encontrará el amable lector en estas páginas.




    El estudio frío de las normas y de las diversas constituciones mexicanas en lo relativo a la suplencia presidencial resulta insatisfactorio y tedioso, pues el recuento de las diversas disposiciones nada aporta a la comprensión del problema ni tampoco a la generación de propuestas de solución, debido a su falta de conexión con la realidad histórico-política mexicana. Sabido es que las constituciones de México —hemos tenido siete— no representan sino otros tantos intentos de moldear al país conforme a los deseos y gustos de quienes en su momento lo han dirigido. Sin embargo, sus preceptos han tenido que aplicarse y fue precisamente en el caso de la suplencia presidencial donde tuvieron su prueba de fuego: las necesidades políticas y las presiones de los caudillos o de los grupos en el poder fueron superiores a los mandatos constitucionales. Esta conclusión no se desprende de la simple evolución de las normas constitucionales sino de su confrontación con la historia. Así sucedió bajo la vigencia de cada una de nuestras constituciones, las que, mal concebidas, permitieron el desorden, la anarquía y hasta el derramamiento de sangre. La pregunta de nuevo es válida: ¿fue torpeza o mala fe? En estas páginas se ofrece una respuesta a esas interrogantes.




    Lamentablemente, a los historiadores no les ha interesado el tema, al menos no de manera total —global se diría hoy—, mirando a la suplencia presidencial como un fenómeno político propicio a la meditación histórica, digno de ser “historiado”. Cuando más, debido a que resulta indispensable para entender el periodo que cada uno examina, se refieren al caso concreto que les interesa, a episodios aislados que no alcanzan la comprensión completa del problema. Los ejemplos clásicos son los desórdenes de las distintas vicepresidencias en los tiempos de la Constitución de 1824, y los escandalosos y sangrientos sucesos del asesinato de Madero y su sustitución por Victoriano Huerta. Tampoco se hace referencia alguna ni juicio crítico sobre la legislación de cada época. Los historiadores no se interesan por el derecho, quizá porque lo desconocen, quizá porque lo desprecian o quizá porque lo abominan.




    En cambio, aunque de manera muy superficial y, por ende, poco inquisitiva, los juristas han abordado el asunto, debido a la necesidad de explicar la mecánica de la suplencia presidencial. Los autores de obras de derecho constitucional se ven obligados a recurrir a la historia —aunque sin las armas del historiador— para tratar de entender el fenómeno político, ajustándolo a los asépticos términos del derecho. Pero en su narración “histórica” hay un gran ausente, el actor fundamental del fenómeno: el hombre, ese hombre cargado de ambición por el poder y que abusa de la imperfecta y hasta pueril norma constitucional para conseguir sus propósitos de ocupar la silla presidencial. El factor humano no aparece en las obras jurídicas. Al leerlas, apenas brotan algunos datos que permiten pensar que las suplencias presidenciales no siempre fueron tersas. Pero no profundizan en el tema, seguramente para evitar que la “ciencia del derecho” se contamine con la suciedad que rezuma la historia política, cuando en realidad, asomándonos al pasado, son las dos caras de la misma moneda.




    Me propuse, entonces, combinar al derecho con la historia; darle contenido al primero y sentido a la segunda en un texto que dio por resultado, al menos así lo creo, una interpretación diferente sobre la experiencia mexicana en materia de suplencia presidencial. Pude confirmarlo en las bibliotecas: éste es el primer trabajo en México que analiza la cuestión de la suplencia presidencial de manera completa y autónoma, desde todas las perspectivas y enfatizando particularmente la relación que se da entre las normas constitucionales y su aplicación a los casos concretos. Vincular derecho con historia en este tema en particular no es un método novedoso —lo utilizaron sin ahondar demasiado en su narrativa, por ejemplo, Jorge Carpizo y Mario Melgar Adalid— pero salvo estas aportaciones, en realidad se trata de un método poco utilizado en nuestro país, donde cada “ciencia” tiene bien acotados sus límites, sin atreverse a cruzar la línea fronteriza que las separa de las demás. Sin embargo, durante mucho tiempo, los historiadores fueron abogados y hoy, cuando las especializaciones hacen ver con desdén a quienes pretenden un conocimiento amplio, resulta indispensable, al menos para este tema, reunir ambas profesiones, de tal suerte que, como historiador, se pueda pensar como abogado, y como abogado se pueda discernir como historiador. Ambas cualidades fueron indispensables para poder enfrentar con seguridad y con la certeza de ser original, la cuestión de la suplencia presidencial. Esto implicó un gran trabajo de investigación previo, de años, pero sobre todo una intensa reflexión basada en mis conocimientos y experiencia, razón por la cual, al ser este un ensayo de interpretación, decidí omitir las fuentes consultadas, porque las conclusiones de éste son más producto del raciocinio personal que de la transcripción de opiniones de otros autores. Es también un ejercicio de síntesis y de amenidad; estos aspectos, por cierto, son para mí de gran importancia, pues un texto que conjuga la historia política con la historia constitucional no tiene por qué ser aburrido, ni hay razón para abrumar al lector con un lenguaje técnico y protocolario, mucho menos para recargarlo con muestras de inútil erudición.




    Este libro devela una parte de nuestro pasado que aún influye en nuestro presente y que, al parecer, los políticos de hoy no están dispuestos a modificar. Es la historia de una de las desgracias nacionales, la de la ambición de arribar a la más alta magistratura del país por cualquier vía, defecto que no hemos logrado superar. Es, simplemente, un capítulo más de la terrible realidad política en que nuestra nación ha vivido, en la que abundan hombres poseídos de la fiebre por alcanzar el poder y donde hemos decidido darnos leyes ineficientes.




    José Manuel Villalpando
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    EN EL PRINCIPIO, TODO ERA CAOS




    Los autores de nuestra primera Constitución como nación independiente, la de 1824, querían que México fuese como Estados Unidos de América, país al que admiraban por encima de todas las cosas. No sólo nos impusieron como nombre oficial uno similar al de su modelo —Estados Unidos Mexicanos—, sino que copiaron de ellos algunas de sus instituciones políticas creyendo, quizá de buena fe, que bastaba implantarlas entre los mexicanos para que produjeran los buenos frutos que allá, en el vecino país del norte, habían producido.




    Los propios diputados confesaron su afán por ser como los norteamericanos al advertir al pueblo mexicano que sólo aceptando los principios que regían la conducta cívica de Estados Unidos y aplicando sus modos y métodos de organización política, estaríamos en aptitud de aspirar “al nivel de la República feliz de nuestros vecinos del norte”, en donde existía “un pueblo dócil a la voz del deber y un modelo que imitar en la República floreciente”, que ya era para entonces Estados Unidos.




    Así, la Constitución de 1824 introdujo, por ejemplo, como forma de estado a la federación, concepto extraño a nosotros pero que en Norteamérica había permitido unir a las diversas e independientes colonias inglesas que dieron lugar a Estados Unidos. Aquí, como es sabido, la federación provocó una doble reacción: por una parte, desunió lo que antes de la Independencia estaba más o menos unido por el régimen virreinal y por otra, convirtió el concepto en una simple palabra sin contenido real. Los estados, llamados “libres y soberanos”, de hecho, siguieron —y siguen— dependientes del gobierno federal, de quien reciben por lo menos financiamiento cuando no órdenes directas, pasando por la secular costumbre de que sus gobernantes se designan en la capital de la República, aunque se “elijan” por votación en cada uno de ellos.




    Aceptemos que, probablemente, los diputados del Congreso Constituyente de 1824 eran unos idealistas, que veían con sincera admiración el progreso de Estados Unidos, lo cual los motivó a imitarlos. Sin embargo, al parecer fueron bastante torpes para hacerlo. Uno de ellos, Lorenzo de Zavala, quien presidió las sesiones finales del Congreso y fue el autor del preámbulo de la Constitución donde constaba la voluntad de querer ser como los norteamericanos, confesó que los señores diputados tenían “como manual la Constitución de Estados Unidos del Norte, de la que corría una mala traducción”. De esta forma, por voz de uno de ellos, puede comprobarse que nuestros diputados no se esforzaron en pensar soluciones originales, sino que se conformaron con la cómoda labor de transcribir y aprobar lo que leían en su “manual” mal traducido.




    Pero ésta no es la única torpeza que puede achacárseles. Hay una más, y más grave aún, que fue la fuente de las desgracias que padecimos en los primeros años de vida independiente y republicana de México. Esa “mala traducción” de la Constitución norteamericana era, además, obsoleta. Hacía ya veinte años que en Estados Unidos había sido reformada en un punto, esencial para la existencia y tranquilidad política, al haberse demostrado allá su equivocado planteamiento. Resulta paradójica la inocencia de nuestros diputados de entonces: lo que en Estados Unidos tuvo éxito, aquí no prosperó; en cambio, lo que en ese país se comprobó que era inoperante y fatal, aquí fue de consecuencias catastróficas. Ellos rectificaron a tiempo y enmendaron su Constitución, pero nuestros constituyentes no se dieron cuenta de que en el vecino país ya habían corregido y, por ello, por haber copiado literalmente su texto en la versión original, sufrimos las terribles consecuencias. Y eso a pesar de que Estados Unidos reformaron su Constitución en 1804 y que la Constitución mexicana es de 1824.




    Este asunto medular es la suplencia del presidente de la República. Al igual que en Estados Unidos, en México se adoptó el principio de que el titular del poder ejecutivo de la federación sería suplido en sus ausencias temporales o definitivas por un vicepresidente. Hasta aquí, el planteamiento es correcto. Lo que es absolutamente sorprendente es la manera de elegir a ambos funcionarios: el triunfador en la elección presidencial sería el presidente de la República y el individuo que le siguiera en votos, sería el vicepresidente. En otras palabras, sería vicepresidente el candidato perdedor de las elecciones, el gran derrotado que había sido superado tan sólo por el triunfador. Había algo peor todavía: en caso de empate en el primer lugar, el Congreso designaría de entre los dos candidatos al presidente, correspondiéndole al otro, despreciado por los congresistas, la vicepresidencia.




    Las consecuencias de esta ligereza en materia constitucional saltan a la vista. En un pueblo como el mexicano, donde las ambiciones personales de poder son en realidad el verdadero estímulo de la actividad política, los vicepresidentes se transformaron en los principales interesados del fracaso del presidente, cuando no en el centro de las intrigas y conspiraciones para derrocarlo y ocupar su lugar. Antes de que esto sucediera, en Estados Unidos reformaron su Constitución —George Washington entendió el problema cuando exclamaba: “ahí va el vicepresidente, pensando sólo en la salud del presidente”—; en cambio, nosotros dejamos que corriera el desorden, la inseguridad, el descrédito y hasta la sangre.




    Los diputados constituyentes de 1824 no percibieron esta posibilidad de anarquía que marcaría los siguientes doce años de la historia nacional, hasta que la Constitución del 24 fue derogada. Por el contrario, tan preocupados estaban por otros asuntos de menor monto, aunque para ellos trascendentales seguramente, como las participaciones de los estados en los impuestos federales, que dejaron pasar y aprobaron, ¡sin discusión!, el proyecto de Constitución en donde se establecía esta criminal manera de designar al vicepresidente de la República. En efecto, durante las sesiones de los días 17 y 19 de julio de ese mismo año, al Congreso le fue sometido para su discusión el texto de los artículos constitucionales que hacían referencia al poder ejecutivo. Un solo diputado habló, pero para preguntar qué pasaría si tanto el presidente como el vicepresidente estuvieran ausentes, a lo que se le respondió que sería remota esa posibilidad, pero se prevería mediante otros mecanismos de sustitución. Y nada más. Nadie objetó la institución del vicepresidente que sería ocupada por el perdedor de las elecciones; en realidad, nadie se dio cuenta de la bomba de tiempo que ellos mismos estaban activando al aprobar, sin discutirlo ni pensarlo, el texto que la comisión encargada de redactar la Constitución les estaba proponiendo.




    Y en efecto, todo fue cuestión de tiempo: a la primera elección presidencial realizada en ese mismo año de 1824, concurrieron cuatro candidatos. Uno de ellos, Manuel Gómez Pedraza, fue inhabilitado por estar bajo proceso militar. Los tres restantes compitieron por el voto de los estados de la federación —en aquel tiempo no existía la votación popular directa— y resultó ganador, con el mayor número de sufragios, el general Guadalupe Victoria, quien fue proclamado como el indiscutible vencedor del proceso electoral y, por consiguiente, aclamado como presidente de la República, como el primer presidente de México, quien tomó posesión de su alto encargo el 10 de octubre de 1824.




    Los dos restantes candidatos estaban empatados en el número de votos. Ambos habían sido derrotados por Guadalupe Victoria y de entre ellos el congreso debía decidir quién sería el vicepresidente del recién elegido presidente. Ellos eran Vicente Guerrero y Nicolás Bravo. El Congreso se decidió por este último. El héroe de la Independencia, subalterno de José María Morelos, fue declarado vicepresidente de la República. Por supuesto, pertenecía a un partido contrario al del presidente, quien era apoyado por las facciones federalistas y liberales de corte moderado del rito masón de York, mientras que Bravo lo era por los antiguos centralistas, iturbidistas, hombres de tintes conservadores y masones del rito escocés. A Guerrero, por su parte, lo había apoyado el ala más radical de los liberales yorkinos.




    Naturalmente, por pertenecer a partidos contrarios, Bravo era enemigo de las políticas públicas seguidas por Guadalupe Victoria. El sentimiento de animadversión entre ambos era patente. No existía ningún tipo de colaboración entre ellos y, antes bien, se sabe, Victoria jamás intentó dialogar con Bravo, ni mucho menos lo hizo partícipe de sus planes, ni lo invitó a las reuniones del consejo de ministros, ni tampoco le otorgó comisión alguna, ni política ni militar. Por su parte, Nicolás Bravo, relegado del centro del poder, pues no lo tenía en virtud de que la Constitución no le otorgaba ni una pizca de facultades al vicepresidente, se dedicó a conspirar en contra de Victoria, hasta que, aprovechando las circunstancias políticas y estando seguramente harto de su deslucido papel de vicepresidente, decidió rebelarse en contra del gobierno, encabezando un movimiento armado.




    México dio entonces al mundo el triste espectáculo de verse envuelto en una guerra civil promovida por quien debía sustituir al presidente en sus ausencias, es decir, por el segundo personaje de la República, quien, faltando a toda ética y a todo civismo, decidió deponer al titular del poder ejecutivo para sentarse él mismo en la silla presidencial, la que, pensó seguramente, quedaría vacante y le correspondería por derecho una vez que hubiese expulsado de ella a Guadalupe Victoria.




    A finales de 1827, se sublevó en Otumba el teniente coronel José María Montaño, exigiendo al gobierno de la República la supresión de las sociedades secretas, el exacto cumplimiento de la Constitución, el cambio de ministerio y la expulsión del embajador de Estados Unidos, Joel R. Poinsett, a quien se acusaba de inmiscuirse en los asuntos mexicanos. Por supuesto, se acusaba también al presidente Guadalupe Victoria de obrar de acuerdo con las instrucciones que le daba al diplomático norteamericano. Una vez iniciado el movimiento militar en contra del gobierno, secretamente salió el vicepresidente Nicolás Bravo de la Ciudad de México y a los pocos días apareció al frente de él como comandante en jefe. La intención era clara: obligaría al gobierno a cambiar de política y, si era preciso, a cambiar de presidente, lo cual era lógico que sucediera si se cambiaba de política. Sin embargo, la buena suerte estaba esta vez del lado de Guadalupe Victoria. Como pudo, logró reunir a un pequeño ejército al mando del general Vicente Guerrero, quien fue enviado a sofocar la revuelta de Bravo. Un par de acciones militares bastaron para que Guerrero diera cuenta de las tropas de Bravo, quien fue hecho prisionero y trasladado a la capital. Allí, a pesar de que los yorkinos y los liberales pedían a gritos su cabeza, acusándolo —y con razón— de traición a la patria, Victoria se contentó con enviar a Bravo al extranjero, en calidad de desterrado, a la ciudad de Guayaquil, en el Ecuador.




    Vicente Guerrero, al derrotar a Nicolás Bravo, vio ante sí abierta la puerta de la presidencia de la República, pues había eliminado a su competidor más importante, pues recuérdese que ambos habían sido los candidatos perdedores de la contienda anterior. Cautelosamente, Guerrero decidió esperar a la inminente elección presidencial y evitó así cometer el mismo error de Bravo, quien por su precipitación había perdido no sólo la vicepresidencia sino la posibilidad de competir en los siguientes procesos electorales.




    Pero el presidente Guadalupe Victoria adivinó las intenciones de Vicente Guerrero. A pesar de que le debía su supervivencia al haberlo librado de Bravo, no por eso le dejaría la presidencia de la República. Victoria y Guerrero tenían dificultades entre sí desde muchos años antes, desde la época en que ambos, a la muerte de Morelos, se convirtieron en los más importantes caudillos de la insurgencia, el primero refugiado en la sierra de Veracruz y el segundo en las montañas del sur. Se habían negado mutuamente apoyo durante esas campañas, creyendo los dos que cada uno era el heredero de Morelos y que por lo tanto el mando superior le correspondía. Finalmente, Victoria, acosado por los realistas, tuvo que esconderse, y Guerrero, al seguir combatiendo, fue investido del mando supremo por la Junta de la Jaujilla, último reducto del famoso Congreso de Anáhuac. Los dos sobrevivieron a la guerra de Independencia, pero Victoria tenía a su favor que no había reconocido a Iturbide y era, por consiguiente, considerado como un auténtico republicano. Guerrero, por su parte, había pactado con el “libertador” —que se convirtió en emperador— y se sometió a sus órdenes. Sin embargo, el elemento decisivo que había llevado a los electores a preferir a Victoria y no a Guerrero en la elección presidencial de 1824 era de carácter social y muy subjetivo: Victoria era criollo, de buena familia, educado en el colegio de San Ildefonso y de gustos refinados. En cambio, Guerrero era un mulato tosco e iletrado. Por eso, todavía por encima de él prefirieron a Nicolás Bravo como vicepresidente: también era criollo y de familia acomodada. A Guerrero lo despreciaron.




    Victoria estaba decidido a impedir que Guerrero llegara a la presidencia, a pesar de que se perfilaba como el único candidato posible y el que seguramente atraería la mayoría de los votos electorales. Para ello recurrió a la imposición a través de un candidato oficial del gobierno: su ministro de guerra, el general Manuel Gómez Pedraza. Para restarle votos a Guerrero también vio con buenos ojos la aparición de un tercer candidato en el proceso electoral, representante del partido escocés, el que, a pesar de haberse quedado sin jefe tras el exilio de Nicolás Bravo, pudo presentar a los comicios al general Anastasio Bustamante. De esta forma, a la elección presidencial de 1828 concurrieron seis candidatos: Guerrero, Gómez Pedraza, Bustamante, Múzquiz, López Rayón y Godoy.




    La presión ejercida por el gobierno federal tuvo éxito y de los treinta y seis votos emitidos por las legislaturas de los estados, once fueron a favor de Manuel Gómez Pedraza, nueve a favor de Vicente Guerrero y seis para Anastasio Bustamante. El resto se los repartieron los restantes candidatos. Así, el Congreso decretó que el presidente de la República sería Gómez Pedraza, quien debía tomar posesión de su alta investidura el 1 de abril de 1829. Designó también vicepresidente a Vicente Guerrero, quien había tenido el segundo lugar en la votación. Fuera de los lugares de honor quedó Bustamante.




    El triunfo de Gómez Pedraza era inobjetable, al menos desde el punto de vista electoral, ya que resultaba imposible demostrar el apoyo que le fue brindado por el presidente Guadalupe Victoria. Sin embargo, los grupos yorkinos no estuvieron de acuerdo con la decisión del Congreso y resolvieron levantarse en armas para imponer a su candidato, a pesar de que había perdido las elecciones. Por supuesto, ese candidato era Vicente Guerrero. El general Antonio López de Santa Anna proclamó la revolución en la fortaleza de Perote, en Veracruz, con el argumento de que se había falseado la voluntad popular, que estaba, según él, claramente inclinada a favor de Vicente Guerrero, a quien señaló como el legítimo presidente de la República. Santa Anna, perseguido por las tropas del gobierno, salió de Perote y fue a refugiarse a la ciudad de Oaxaca, donde fue sitiado y a punto de ser derrotado si otro vergonzoso acontecimiento no hubiera obrado en su ayuda.




    En efecto, en plena Ciudad de México se sublevaron las tropas a favor de Guerrero. Éste fue el conocido motín de la Acordada, en el que se exigió el desconocimiento de la elección de Gómez Pedraza y la designación de Guerrero como presidente. El gobierno del presidente Victoria, sin soldados, no pudo resistir y cedió. Uno de los autores intelectuales del motín, que era además el asesor y confidente de Guerrero, Lorenzo de Zavala, confesaría después la verdad: “El nombramiento hecho en el general Pedraza era legal y no podía atentarse contra él sin cometer un gran crimen. Pero por desgracia, en tiempo en que los partidos dirigen los negocios, o por mejor decir, cuando los partidos degeneran en facciones, el vencido no reconoce los derechos del vencedor, y éste obra regularmente con tiranía y abuso de su triunfo”. Sabias palabras para ser tomadas en cuenta en nuestros días.




    Así, por la fuerza de las armas, se derrumbó la confianza en el sistema electoral de la Constitución de 1824. Manuel Gómez Pedraza renunció al ministerio de la guerra, anunció que renunciaba también a su triunfo en las elecciones y salió del país. Por su parte, Guadalupe Victoria, indefenso, designó para suplir a Pedraza en el ministerio de guerra a Vicente Guerrero. Pero la nota más escandalosa la dio el Congreso: para congraciarse con los vencedores de la revolución, decretó que no aceptaba la renuncia de Gómez Pedraza debido a que su elección había sido “nula” y, en cambio, designó como presidente de la República al general Vicente Guerrero.




    Semanas atrás, Anastasio Bustamante, por no haber obtenido votos suficientes, había quedado fuera del pódium de los vencedores. Pero entonces, al ser eliminado Gómez Pedraza y ascender de vicepresidente a presidente Vicente Guerrero, el Congreso decidió llamar a Bustamante a la vicepresidencia. Él mismo fue el primer sorprendido: por aplicar las catastróficas e imperativas normas de la Constitución al pie de la letra, el Congreso concedía la presidencia a un hombre del partido yorkino radical y la vicepresidencia a quien pertenecía a la más reaccionaria fracción del partido escocés. A nadie se le ocurrió pensar que nada bueno resultaría de tan contradictorio acomodo político.




    Y así sucedió. Guerrero tomó posesión de la presidencia de la República el 1 de abril de 1829 y tres meses después se enteró de que el suelo patrio era invadido por tropas españolas que intentaban la reconquista de México. Para enfrentar la grave amenaza, el presidente ordenó la formación de un ejército de operaciones al mando del general Antonio López de Santa Anna, quien combatiría a los invasores en la zona misma de su desembarco, en las costas de Tamaulipas. Pero, además, como medida de prevención, organizó un ejército de reserva, enviado a la región montañosa de Veracruz —a las villas de Orizaba, Córdoba y Jalapa— que puso a las órdenes del vicepresidente de la República, general Anastasio Bustamante.




    Bustamante esperó el curso de los acontecimientos y al enterarse de la victoria de Santa Anna en Tampico, donde quedaron derrotados por completo los invasores españoles, el vicepresidente decidió pronunciarse en contra del presidente de la República, utilizando como medio el ejército que éste le había confiado para reforzar la seguridad del país. Era ésta, digamos, una sublevación “natural” que irremediable e indefectiblemente tenía que suceder. Al mismo tiempo, no puede imaginarse mayor torpeza política que la de Guerrero, al concederle a su rival político, el vicepresidente, el mando de un poderoso ejército; sin embargo, así lo hizo y eso le costó la presidencia.




    Pero antes de caer, el presidente Guerrero decidió, con las pocas tropas leales que le quedaban, ponerse al frente de ellas y salir a batir a los pronunciados. Para ello, pidió permiso al Congreso; este cuerpo colegiado, atendiendo a otra disposición de la Constitución, que aquí sí, atinadamente, preveía la ausencia simultánea tanto del presidente como del vicepresidente, acordó designar como presidente interino de la República al ministro de Hacienda de Guerrero, José María Bocanegra.




    Tan sólo seis días gobernó Bocanegra. Fue ese el tiempo suficiente para que la guarnición de la capital se pronunciara a favor de Bustamante, razón por la cual Bocanegra renunció. El Congreso debía designar a otro presidente; sin embargo, los diputados y senadores decidieron no reunirse. Entró en aplicación, entonces, otro mecanismo de la Constitución del 24: en caso de que el Congreso no se reuniera, la presidencia de la República, en ausencia del presidente y del vicepresidente, se supliría con un triunvirato formado por el presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y dos individuos nombrados por el consejo de Gobierno. Así, para gobernar por tan sólo nueve días, tomaron posesión como encargados del supremo poder ejecutivo el licenciado Pedro Vélez, que era presidente del máximo tribunal, acompañado por el empresario Lucas Alamán y el general Luis Quintanar, ambos designados por el consejo de gobierno.
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